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La jerarca del Ministerio de 
Educación Pública (MEP), 
Guiselle Cruz, contradijo 
ayer la versión del Ministerio 
de Hacienda sobre el acuerdo 
alcanzado con los rectores, 
según el cual ¢70.000 millo-
nes del FEES pasarían de 
gastos corrientes a gastos de 
capital.

Así quedó en la cláusula 5 
del convenio del Fondo Espe-
cial para la Educación Supe-
rior (FEES) que ministros y 
rectores de cinco ‘U’ públicas 
suscribieron en julio.

Según esa cláusula, se tras-
ladarían del gasto corriente, 
que incluye salarios, becas y 
otros para el funcionamiento 
normal de las instituciones, a 
gastos de capital, que implica 
inversión en infraestructura 
y equipamiento.

Esa modificación se dio 
por un cambio en la meto-
dología de las transferencias 
del Estado, según explicó 
la entonces ministra de Ha-
cienda, Rocío Aguilar, el 31 
de agosto y el 9 de setiembre, 
el cual permitía cumplir con 
holgura la regla fiscal, que 
pone tope al crecimiento pre-
supuestario de las institucio-
nes públicas.

Cruz, sin embargo, señaló 
ayer que hubo falta de preci-
sión en la cláusula.

“Lo que se determinó fue 
trasladar ¢70.000 millones a 
inversión de capital, pero no 
decía que era del monto del 
FEES, era del presupuesto de 
toda la universidad, ahí fue 
dónde se dio la discusión.

”Cuando se le pone esa 
coletilla (de que tenían que 
ser del FEES), es cuando las 
universidades alertan al Go-
bierno y dicen que no podían 
cumplir. El otro aspecto es 
que ponerle esa distinción 
también limitaría su autono-
mía universitaria”, dijo Cruz.

La jerarca del MEP brindó 
esas declaraciones ante los 
diputados de la comisión que 
revisa el uso que las U les dan 
a los fondos públicos.

Pese a esas aseveraciones, 
similares a las que brinda-
ron los rectores, la jerarca 
evitó responsabilizar al Mi-
nisterio de Hacienda o a las 
autoridades universitarias 
por no precisar de dónde se 
iban a tomar recursos para 

inversión de capital, si de las 
transferencias que hace el Es-
tado o del presupuesto total de 
las instituciones que incluye 
montos subejecutados e ingre-
sos propios.

“Esto no se trata de buscar 
culpables (…), no es un tema 
de equivocarse o no, sino de 
interpretación que se hace. Yo 
creo que llegamos a un buen 
término”, expresó Cruz en re-
ferencia al acuerdo alcanzado 
entre rectores y Gobienro el 
22 de octubre para poner fin a 
esta diferencia.

En ese acuerdo se estableció 

que el Ejecutivo no interven-
dría en el uso del FEES. Por su 
parte, los rectores informaron 
de que ya había reclasificado 
gastos y no tendrían problema 
en hacer la transferencia, ya 
no de ¢70.000 millones sino de 
¢35.000 millones, por una mo-
ción aprobada por los legisla-
dores de la Comisión de Asun-
tos Hacendarios.

La jerarca de Educación se 
negó a calificar la actuación 
de los rectores universitarios, 
quienes convocaron a los es-
tudiantes a manifestarse con-
tra la medida, aduciendo que 
la asignación del dinero para 
inversión en infraestructura 
ponía en riesgo la entrega de 
becas o la apertura de cursos.

Los jerarcas de la Univer-
sidad de Costa Rica (UCR) y 
Universidad Nacional (UNA), 
Henning Jensen y Alberto Sa-
lom, respectivamente, acepta-
ron un día después del acuerdo 
con el Ejecutivo, que el monto 
no afectaba esos rubros.

En línea con el acuerdo fir-
mado por el Poder Ejecutivo, la 
titular del MEP señaló que las 
universidades públicas deben 
discutir el incremento del gas-
to salarial internamente, pues 
gozan de autonomía.

Esa fue la respuesta de la 
ministra, ante las demandas 
de los diputados para que ella, 
como rectora de la educación 
costarricense, tome acciones 
para limitar el crecimiento 
salarial en las instituciones de 
educación superior.

Para el 2020, el FEES au-
mentará en ¢11.600 millones 
y el gasto en remuneraciones 
crecerá ¢16.000 millones. La 
Contraloría General de la Re-
pública y el Ministerio de Ha-
cienda han señalado que, la 
tendencia de gasto de las uni-
versidades públicas, compro-
mete su estabilidad financiera 
a mediano plazo. 
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“ LAS INTENCIONES O 
LA FORMA EN QUE 

ACTUARON LOS RECTORES, 
ME RESERVO EL COMENTARIO. 
CONSIDERO QUE LOS 
ESTUDIANTES, POR LO MENOS 
EN LA REUNIÓN, FUERON MUY 
CLAROS Y RESPONSABLES 
NO SOLO CON EL TEMA DE LA 
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA, 
SINO TAMBIÉN CON 
LA DISTRIBUCIÓN DEL 
PRESUPUESTO”.

Guiselle Cruz
Jerarca del MEP 
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La Municipalidad de San José 
inició una investigación con-
tra un grupo de trabajadores 
que, ayer en la mañana, ingre-
só violentamente a la sede de 
ese ayuntamiento, ubicada so-
bre avenida 10.

Marcelo Solano, director de 
la Policía Municipal, explicó 

que los involucrados pertene-
cen a una organización sindi-
cal de reciente conformación, 
la cual mantenía un movi-
miento de protesta en la expla-
nada de la institución.

En un momento determina-
do, los funcionarios empeza-
ron a presionar para ingresar 
y entregarle una carta de pe-
ticiones al alcalde capitalino, 

Johnny Araya Monge.
Según el jefe policial, en ese 

intento, supuestamente, agre-
dieron a los oficiales de seguri-
dad del edificio y pusieron en 
peligro al resto de trabajado-
res y contribuyentes que reali-
zaba trámites.

“No había ninguna cita, es 
un sindicato que hizo un mo-
vimiento, a mi juicio injustifi-

cado, porque están hablando 
de privatización, cosa que en 
la Municipalidad no hay nin-
gún proceso de privatización. 
Están hablando de los unifor-
mes, cuando conocen del atra-
so que hemos tenido producto 
de apelaciones que fueron a 
la Contraloría (General de la 
República) y duraron meses 
resolviéndose”, dijo el alcalde.

Araya lamentó la situación 
y aseguró que esta agrupación 
no cuenta con “la simpatía” de 
la mayoría de empleados. Casi 
todos los incorporados perte-
necen a los servicios de limpie-
za urbana. 

Johnny Araya aseguró que 
buscarán sentar responsabili-
dades. ARCHIVO

TRABAJADORES INGRESARON DE FORMA VIOLENTA A RECINTO
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Los grafitis en varios edifi-
cios de U públicas han sido la 
constante. CORTESÍA
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Al cumplirse 11 días desde que 
estudiantes de la Universidad 
de Costa Rica (UCR) tomaron 
la Facultad de Ciencias Socia-
les, otros grupos se suman a la 
protesta y repiten la acción.

Estudiantes de la sede 
de San Ramón de Alajuela 
amanecieron ayer en el in-
mueble de Ingeniería Indus-
trial, mientras que en la sede 
Rodrigo Facio, en Montes de 
Oca, permanecen en Cien-
cias Sociales y Educación.

Según un reporte al cierre 
de edición, ocurría lo mismo 
en la sede de Guanacaste y 
la del Pacífico, así como el 
recinto en Tacares de Grecia. 
Igualmente, dos edificios en 
la sede de San Ramón. Asi lo 
consignó la Oficina de Servi-
cios Generales de la UCR.

La molestia de los estu-
diantes se mantiene pese a 
negociaciones con autorida-
des universitarias y al acuer-
do alcanzado por las casas de 
enseñanza pública con el Go-
bierno, el 22 de octubre.

Estas acciones de estu-
diantes comenzaron luego de 
que el Consejo Nacional de 
Rectores (Conare) reclamara 
contra la orden de transferir 
¢70.000 millones del Fondo 
Especial para la Educación 
Superior (FEES) de gastos 
corrientes a gastos de capital. 
Luego, la suma fue reducida 
a la mitad por decisión de los 
diputados de la Comisión de 
Asuntos Hacendarios.

Con esa medida, según los 
rectores, corrían peligro las 
becas y otros gastos funda-
mentales para el funciona-
miento de las instituciones. 


